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Este artículo ofrece luces sobre la operación y funcionamiento de la cooperación 
intermunicipal en Chile adentrándose en la caja negra de las asociaciones municipales. En 
base al análisis de contenido de entrevistas semi estructuradas con actores claves y 
documentos institucionales se entrega información relevante de dos casos de asociaciones 
localizadas en el Región Metropolitana. Los hallazgos se organizan en tres dimensiones de 
la operación de la cooperación: la toma de decisiones colectivas, la gestión de recursos, y 
el rol de los gestores de redes.  Los resultados de este estudio evidencian las 
particularidades de los modelos de gestión colaborativos, en contraste con los 
tradicionales modelos burocráticos; particularidades que afectan la integración de 
intereses y la estabilidad de las relaciones.  
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Opening the black box of the Municipal Associations. Analysis of the functioning of 
inter-municipal cooperation in Chile 
 
This paper offers insights about the operation of Chilean inter-municipal cooperation by 
opening the black box of municipal associations. This study provides relevant information 
based on the analysis of semi structured interviews with key actors and official documents 
from two cases of associations located in the Metropolitan region. The findings are 
organized in three dimensions of the operation: collective decision making, resources 
management, and the role of network managers. The results show the particularities of 
collaborative management models in contrast with traditional bureaucratic models; these 
particularities impact the integration of actors´ interests and the stability of relations.     
  







En las últimas décadas, tendencias descentralizadoras han transformado las 
estructuras político administrativas en toda la región latinoamericana. El ideario asociado 
a estas transformaciones tiende a ver la descentralización como una reforma que 
permitiría profundizar y perfeccionar la democracia, fortalecer el desarrollo desde los 
territorios, contribuir a la equidad ciudadana, disminuir el aparato del Estado y hacer más 
eficiente la gestión pública (Mejía, 2002). Sin embargo, en la práctica es posible observar 
que los ideales descentralizadores no han sido acompañados de un traspaso de recursos 
que permita a las unidades subnacionales asumir con eficiencia y eficacia las nuevas 
competencias, funciones y atribuciones delegadas (Finot, 2002). 
 
En el caso de Chile, esta problemática se evidencia con más fuerza desde la década de los 
ochentas, momento en el cual se traspasa la provisión de los servicios de educación y 
salud primaria a los municipios sin aumentar su capacidad fiscal.  Pese a que a partir de la 
década de los noventa se han establecido criterios para traspasar recursos desde el 
gobierno central a estos organismos, aun tres cuartos de los municipios chilenos tienen 
una alta dependencia de sus ingresos a fondos de compensación como el Fondo Común 
Municipal (Ropert, 2011).  
 
Más allá de estas restricciones del marco institucional, existen patrones socio-espaciales 
que generan asimetrías en las capacidades financieras de las entidades locales. 
Especialmente en el Área Metropolitana de Santiago, se ha identificado un claro patrón de 
asentamiento de las clases más acomodadas en clusters de alta renta, que concentran no 
sólo la población de mayores ingresos sino también la mayor disponibilidad 
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presupuestaria municipal (Orellana y Fuentes, 2008). Se concentraría así la población que 
más requiere del Estado en municipios con las capacidades institucionales más bajas, sin 
lograr equilibrarse ni aún después de los mecanismos redistributivos como el Fondo 
Común Municipal o el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (Ducci, 2004).  
 
La creciente complejización de la realidad local y la falta de recursos han llevado a los 
municipios a buscar nuevas formas y mecanismos para abordar los problemas a nivel 
local. En esta búsqueda los modelos relacionales y cooperativos aparecen como una 
solución innovadora y alternativa a la competición entre municipios (Hooghe & Marks 
2001). La cooperación entre municipios o inter-municipal implica la concurrencia o 
participación de dos o más gobiernos locales, en relaciones con algún nivel de 
voluntariedad y que se orientan a la solución de un problema común o provisión conjunta 
de un servicio (Arias et al, en prensa).  
 
La literatura sobre cooperación inter-municipal señala al menos tres áreas en las cuales los 
modelos relacionales aparecen como una opción de gestión municipal.  La primera de 
ellas hace referencia al tratamiento de problemas complejos y multidimensionales (Kettl, 
2006; Innes & Booher, 2012). Los llamados wicked problems (Rittle & Weber, 1974; 
O’Toole, 1997) están referidos a aquellos problemas de creciente complejidad que 
requieren de una solución integrada entre diferentes unidades y actores. Por ejemplo, 
problemas como el desarrollo económico integrado, la organización del sistema de 
transporte, la segregación socio espacial y la disposición final de residuos son problemas 
que tienen múltiples aristas, son dinámicos y que no se confinan a límites de 
especialización técnica ni a límites políticos-administrativos de jurisdicciones particulares. 
Dichos problemas no pueden ser resueltos por la acción individual de agencias 
especializadas y/o de unidades territoriales separadas; contrariamente, dichos problemas 
requieren cooperación y coordinación. 
  
En segundo lugar, la cooperación aparece como solución en escenarios donde las 
decisiones y políticas de una municipalidad generan externalidades y spillovers en el 
territorio de otra jurisdicción (Feiock & Carr, 2001). Dichas externalidades generan una 
situación problemática afectando la vida de los habitantes de un determinado espacio. 
Esta situación no puede resolverse bajo los modelos de competencia sino bajo prácticas 
de coordinación intermunicipal que mitiguen los dilemas de acción colectiva.  
  
Finamente, la escasez recursos municipales y la dependencia financiera al entorno 
(Koppenjan & Klijn 2004, Pfeffer & Salancik, 1978), como también la búsqueda de 
oportunidades para lograr economías de escala a nivel supramunicipal, ha legitimado 
mecanismos de provisión de servicios públicos locales que enfatizan en la coordinación y 
acuerdos entre municipalidades.  
 
Para el caso chileno, el potencial de la cooperación inter-municipal descrito en la literatura 
nos ayuda a entender, por una parte, la proliferación de esquemas asociativos en el 
contexto local y, por otra, el creciente desarrollo de marcos institucionales pro 
Revista Políticas Públicas 2017. Vol.10(2): ISSN 0718-462X 
 
cooperación radicados en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Ambos 
fenómenos observados con mayor fuerza desde la década de los noventa. 
 
Pese a la expansión del fenómeno asociativo chileno, la investigación sobre la temática no 
evidencia un claro correlato que permita conocer los efectos de estos esfuerzos 
institucionales, como también las causas, el funcionamiento, y los impactos de la 
cooperación inter-municipal.  
 
Con el fin de reducir esta brecha, este artículo plantea la pregunta: ¿Cómo funciona y 
opera la cooperación inter-municipal en Chile?, y para esto este trabajo indaga en la caja 
negra de las asociaciones municipales1, una forma particular de cooperación que ha sido 
incentivada por programas gubernamentales como también por la legislación chilena (Ley 
de Asociaciones Municipales de 2011).  
 
Actualmente, existen cincuenta y cuatro asociaciones municipales las que se pueden 
clasificar entre asociaciones de carácter nacional que tiene por objetivo representar a 
todos los municipios del país, de carácter regional que representan los intereses 
regionales, las territoriales que generalmente comparten una identidad cultural, agro-
ecológica o económico productiva y las temáticas que persiguen objetivos determinados 
como el turismo, la seguridad, la gestión de residuos entre otros.  
 
El análisis que aquí se presenta se basa en el estudio de dos asociaciones municipales de 
tipo territorial localizadas en la Región Metropolitana. Ambas asociaciones cuentan con 
personalidad jurídica propia obtenida en 2012 y 2014, una de carácter rural y otra urbana, 
respectivamente.  
 
En el primer apartado, se presenta una revisión de la literatura sobre el funcionamiento y 
operación de modelos relacionales de gestión pública. En segundo lugar, se detalla la 
metodología de selección de casos y la estrategia para la recolección de datos. En el tercer 
apartado, se presentan los principales hallazgos sobre organización, gestión de recursos y 
el rol de los actores. Por último, se presentan las consideraciones finales del estudio y la 
futura agenda de investigación en la materia. 
 
 
Sobre la Operación de la Cooperación Inter-Municipal 
 
En la conceptualización del fenómeno de cooperación inter-municipal como objeto 
de estudio se pueden identificar tres perspectivas de análisis:  a. CI como una decisión del 
agente, b. CI como un arreglo institucional, o c. CI como un modelo de organización (Arias 
et al, en prensa). En la primera perspectiva, la cooperación inter-municipal se entiende 
como una decisión individual de los agentes municipales que conlleva una relación que se 
                                                      
1 En Chile, la cooperación entre municipios puede materializarse en convenios de colaboración, empresas 
inter-municipales, asociaciones y acción judicial colectiva. 
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supone beneficiosa. Esto implica que la relación cooperativa se define en oposición a las 
relaciones conflictivas, competitivas y de indiferencia. Lo anterior no significa, que no 
puedan coexistir entre dos agentes todas estas relaciones simultáneamente.  
 
Una segunda perspectiva comprende la agregación de decisiones de cooperación inter-
municipal como un arreglo o esquema institucional que da gobernabilidad a un territorio. 
Bajo esta orientación conceptual, las redes de cooperación inter-municipal difieren del 
Estado, en cuanto el poder está más diluido entre los actores, y del mercado ya que éstos 
se asumen interdependendientes y sujetos a normas de reciprocidad. 
 
La tercera perspectiva, de especial interés para este trabajo, conceptualiza la cooperación 
inter-municipal como un modelo organizacional colaborativo donde participan actores 
municipales voluntariamente para el logro de objetivos conjuntos. Esta estructura 
organizacional se describe en oposición al tradicional modelo burocrático en tanto las 
relaciones de cooperación no se basan en jerarquías sino en la horizontalidad y autonomía 
de los participantes. En este sentido, el concepto ha ido adquiriendo un carácter 
instrumental, esto es, como una solución más efectiva en comparación a la estructura 
burocrática.  
 
Explorar la operación de la cooperación inter-municipal como modelo organizacional 
implica preguntarse sobre cómo se logra la estabilidad de las relaciones y cómo se 
integran intereses diversos en una estructura donde prevalece la ausencia de jerarquía y 
donde existen altos niveles de autonomía y la voluntariedad de los participantes que 
caracterizan al fenómeno cooperativo (McGuire & Agranoff, 2011; Milward 1996; Provan 
& Lemaire, 2012). 
 
En general, los estudios sobre esta temática presentan un bajo nivel de desarrollo teórico, 
sin embargo, recientemente se ha comenzado a construir teorías de segundo orden a 
partir de estudios de casos comparativos que se centran en el proceso de toma de 
decisiones colectivas, la gestión de recursos y la función de los gestores de redes 
(Agranoff, 2007; Innes & Booher, 2012).  
 
El proceso de toma de decisiones en contextos colaborativos se caracteriza por la 
relevancia de los procesos de negociación y la búsqueda de consenso. En la literatura, 
estos procesos aparecen organizados bajo distintas configuraciones. Provan & Kenis 
(2006), por ejemplo, proponen tres tipos de gobiernos relacionales de acuerdo con la 
forma en que el poder está distribuido. El primero de ellos, hace referencia a una 
administración compartida donde todos los actores interactúan entre sí sobre la base de 
la igualdad en la toma de decisiones. El segundo corresponde a una estructura donde sólo 
una organización actúa como intermediario o líder y las decisiones claves se centralizan a 
través de un solo organismo. Finalmente, un gobierno relacional puede considerar la 
creación una unidad diferente a las partes, donde se genera la negociación y la búsqueda 
de consenso en la toma de decisiones. 
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En relación a la gestión de recursos, bajo modelos colaborativos la gestión financiera y 
humana es fuertemente dependiente de los aportes de los participantes y, por tanto, 
adquiere características particulares. Por ejemplo, la literatura latinoamericana, describe 
desafíos asociados a la obtención y gestión de recursos financieros, destacándose la 
insuficiencia de los aportes propios de los participantes y por tanto la fuerte dependencia 
de financiamiento externo para el desarrollo de la cooperación (de Morais & Chaves, 
2016; Angnes et al., 2013). Este desafío se vuelve especialmente importante dada la 
condición estructural en Latinoamérica de dependencia financiera de los municipios a las 
transferencias del nivel central.   
 
Adicionalmente, la investigación latinoamericana da cuenta de las complejidades de la 
gestión de recursos humanos tanto por la alta rotación de equipos administrativos y 
técnicos (Brito e Silva & Bezerra, 2011, Angnes et al., 2013; Galindo et al., 2014) como por 
la ausencia de políticas claras que permitan desarrollar una conciencia favorable de 
cooperación en las contrapartes burocráticas municipales (Angnes et al., 2013; Dos Santos 
& Giovanella, 2016; Brito e Silva & Bezerra, 2011). En estos últimos casos, el personal 
interno de los municipios, que no participan directamente en las relaciones cooperativas, 
se convierten en obstáculos para el desarrollo de los objetivos.  
 
En cuanto a las funciones de los gestores de la cooperación inter-municipal, la literatura 
ha trabajado el concepto de gestor de redes para describir las funciones y habilidades de 
quienes coordinan la acción colaborativa (Agranoff, 2007; Agranoff & McGuire, 2003; 
McGuire, 2002). Se espera que los gestores de redes puedan dar un marco (framing) a las 
acciones individuales en función de los objetivos de la red de colaboración, puedan 
movilizar recursos y sintetizar intereses para materializar proyectos colectivos. Los 
gestores deben tener habilidades para ser facilitadores del diálogo, negociadores de 
acuerdos y habilitadores de consenso para así lograr compromisos y orientar los esfuerzos 
hacia los objetivos que persigue la red (Agranoff, 2007; Agranoff & McGuire, 2003; 
McGuire, 2002). 
 
Asimismo, los gestores son los responsables de buscar los recursos externos y lograr que 
los miembros de la red se comprometan y cumplan con el pago de membresías, recursos 
humanos, tecnología u otros que defina el acuerdo colaborativo (McGuire, 2002). 
Identificar quienes juegan el rol de gestor de redes es fundamental para entender el 
funcionamiento de modelos relacionales.  
 
Estas tres dimensiones trabajadas por la literatura: toma de decisiones, gestión de 
recursos y gestor de redes, guían el análisis de este estudio sobre el funcionamiento de la 
cooperación inter-municipal en Chile, utilizando dos casos de asociaciones municipales de 
la Región Metropolitana de Santiago. A continuación, se presenta el método de selección 








El total de asociaciones municipales existentes en el registro único de asociaciones 
de la SUBDERE al 2017 es de 54. De este total, dos son de carácter nacional, ocho 
regionales, 18 referidas a temáticas particulares2 y 26 de base territorial. Dada la 
importancia numérica de las asociaciones de carácter territorial, se seleccionaron dos 
asociaciones territoriales, una de base urbana y la otra de base rural. Ambas fueron 
seleccionadas de la Región Metropolitana, área de especial interés para este estudio, dada 
la complejidad que le confiere su condición de capital nacional con alta concentración de 
la población (40%).  
 
La asociación de carácter urbana, en adelante Asociación A3 se crea formalmente en el 
año 2010 y está integrada por siete municipalidades colindantes de la zona sur poniente 
de la Capital. De acuerdo a sus estatutos, la asociación urbana se crea con la misión de 
“generar condiciones de mayor equidad territorial, inclusión social y más oportunidades 
para sus habitantes, a través del intercambio de buenas prácticas, la ejecución de 
proyectos intercomunales, la planificación estratégica, la construcción de lenguajes 
comunes y por lo mismo, el perfeccionamiento continuo de la gestión de los municipios 
socios.” (Estatuto 1) 
 
Por otra parte, la asociación de carácter rural, en adelante Asociación B, se conforma en el 
año 2006 por el acuerdo de 18 municipalidades que se localizan en la periferia rural de la 
región. La misión de esta asociación es “representar y coordinar a los municipios que la 
componen en la búsqueda de soluciones de problemas comunes, en forma oportuna y 
eficaz” con miras a contribuir “al desarrollo económico, social, cultural en los territorios de 
los municipios que la conforman.” (Estatuto 2) 
 
Para indagar en el funcionamiento de estas asociaciones municipales, este estudio realizó 
entrevistas semi-estructuradas a los actores participantes de las relaciones en las 
asociaciones. Asimismo, se trabajó con documentos oficiales, como actas y estatutos de 
las asociaciones.  
 
El total de documentos y entrevistas transcritas se trabajaron utilizando la técnica de 
análisis de contenido categórico. El proceso de codificación se organizó sobre la base de 
tres grandes categorías: toma de decisiones, gestión de recursos y gestor de redes, dentro 
de las cuales emergieron sub categorías. Los resultados del proceso de codificación 
permitieron visualizar similitudes y diferencias entre ambos casos estudiados, dando pie a 
la definición de temas emergentes asociados a la operación de la cooperación inter-
municipal. Dichos temas son presentados en la siguiente sección.  
 
                                                      
2 Por ejemplo, manejo de residuos, protección ambiental, turismo, seguridad, entre otras. 
3 En ambos casos de estudio se protege el nombre original de las asociaciones para resguardar el anonimato 
de los entrevistados.   





Al explorar el proceso de toma de decisiones en el contexto de las asociaciones estudiadas 
se identifican dos temas emergentes relevantes: 1. Elementos que favorecen una base 
consensual entre los actores y 2. Estructura organizacional de las asociaciones.    
 
 
Elementos que Favorecen una Base Consensual 
 
En el caso de ambas asociaciones aparecen elementos que favorecen la obtención 
de consensos en la toma de decisiones. En la asociación A estos elementos se relacionan a 
las similitudes en las características socio económicas de los municipios participantes y a 
una trayectoria de relaciones previas a la asociación; en el caso de la asociación B, estos 
elementos se configuran en torno a la idea de ruralidad.    
 
La asociación A se conforma por siete municipalidades colindantes que tienen 
características demográficas y socio-económicas relativamente similares entre ellas y 
diferentes al promedio de la región. La Tabla Nº1 muestra información sobre el perfil de 




Perfil socioeconómico municipios de la Asociación A 
 




Mínimo Máximo Promedio 
RM Asociación Asociación 
Población (N°) 117.768 44.644 73.197 201.726 344.711 
Pobreza (% ) 17 5 11 27 6 
Ingreso 
autónomo (M$) 
 475.600   40.131   408.500   541.800   914.000  
Fuente: Elaboración propia en base a datos CASEN 2015. 
 
La similitud de perfil socioeconómico entre participantes se agudiza al mirar el contexto 
regional. Los entrevistados señalan que estos municipios enfrentan problemas 
particulares con respecto a la región y que son comunes entre ellos lo cual favorece un 
diagnóstico y una visión compartida entre los participantes respecto de su situación en el 
contexto regional. Estas visiones compartidas definen una base de consensual sobre el 
presente y el futuro de la asociación que permite integrar los intereses diversos de los 
participantes.  
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Un segundo elemento que favorece la formación de una base consensual en la asociación 
es la trayectoria de relaciones previas entre los municipios. A mediados de los años 
noventa comienzan a gestarse diferentes intentos de colaboración entre algunos 
municipios de la asociación A. Un primer acercamiento de colaboración se dio entre tres 
comunas colindantes de la zona poniente de la región que tuvo como objetivo habilitar un 
complejo que promoviera el desarrollo económico local, la capacitación y los vínculos con 
el sector productivo, el cual contó con el apoyo del nivel central de gobierno. Un segundo 
hito colaborativo fue la generación de otra asociación conformada por otras tres comunas 
para instalar y operar un centro intercomunal de mediación de conflictos vecinales y 
familiares.  
 
Esta trayectoria de relaciones previas es identificada por los entrevistados como reflejo de 
una historia común entre los participantes y como una fuente de capital social. El 
entramado de relaciones donde se gesta la asociación A favorece la construcción de 
confianzas entre los actores y valida las potencialidades de la colaboración.   
 
Por otra parte, en la asociación B los elementos que favorecen una base consensual entre 
los participantes se sustentan en la idea de ruralidad. Los municipios de esta asociación se 
categorizan así mismos como pertenecientes a la realidad rural en contraste a la realidad 
urbana existente en la región. Por tanto, los participantes de la asociación B se describen 
como actores que comparten experiencias particulares asociadas con atributos rurales 
relacionados a dimensiones culturales, sociales y económicas.   
 
Para los entrevistados, ser parte de la ruralidad implica estar expuestos a limitaciones y 
problemáticas propias de un contexto regional que se percibe favoreciendo a los 
municipios urbanos. En este respecto, los municipios rurales son percibidos como 
enfrentando desafíos más complejos que los urbanos, teniendo menor capacidad 
organizacional y recursos para resolver esas complejidades, y se visualizan siendo 
marginados de la agenda regional que incluye mayoritariamente prioridades de carácter 
urbano. Los entrevistados hablan de la invisibilidad de los municipios rurales, de su 
posición de desventaja, de como “nadie de la ciudad entiende los problemas de la 
ruralidad”, y como ellos “sienten que los de la ciudad los tratan como si fuesen el patio 
trasero de la región”. 
 
Esta percepción de desventaja --respecto de los municipios urbanos-- y de marginalización 
en el contexto regional construye una narrativa compartida entre los participantes que 
favorece la cohesión y el consenso. Un entrevistado indica “los rurales deben colaborar 
[…] nosotros no tenemos otra alternativa que estar unidos para solucionar nuestros 
problemas comunes.” Bajo este esquema de interpretación basado en las diferencias 
entre rurales y urbanos se establece una base consensual sobre la importancia de la 
colaboración entre los municipios y sobre la definición de los problemas y demandas que 
integran los diferentes intereses de los participantes. 
 
Revista Políticas Públicas 2017. Vol.10(2): ISSN 0718-462X 
 
Para ambos casos analizados, existe una base consensual previa sobre problemáticas 
comunes que delimita los temas a trabajar colectivamente y que favorecen la integración 
de intereses en la toma de decisiones colectivas. Estos elementos dan un marco general 
que reduce las diferencias entre los participantes. La estructura organizacional de las 
asociaciones describe el marco específico que apoya el proceso de decisiones colectivas, 
lo cual se describe a continuación. 
 
 
Organización y Estructura de las Asociaciones 
 
El proceso de toma de decisiones colectivas en las asociaciones puede describirse a 
través de su estructura organizacional. Actualmente ambas asociaciones organizan su 
funcionamiento bajo una Asamblea compuesta por todos los alcaldes socios que opera 
bianualmente, un directorio compuesto por alcaldes elegidos cada dos años para ejercer 
cargos de presidente, vicepresidente, tesorero y directores, y una secretaria ejecutiva 
ejercida por personal técnico contratado.  
 
La asamblea es un cuerpo colegiado conformado por los respectivos alcaldes de los 
municipios donde cada participante tiene derecho a voz y voto. Las sesiones ordinarias se 
efectúan a lo menos una vez año mientras que las extraordinarias pueden ser convocadas 
por el presidente del directorio o a petición de alguno de sus miembros. En las asambleas 
se toman los acuerdos y se validan planes y acciones a seguir, lo cual se registra en actas 
de las asambleas. La toma de decisiones dentro de este organismo es por mayoría simple 
de los asistentes a la sesión respectiva. 
 
El directorio es un órgano colegiado elegido por los socios del municipio y sesiona por lo 
menos cada dos meses. El directorio representa a la asociación y define la organización de 
la agenda de temas. El directorio mandata a la secretaría ejecutiva, la cual da la 
conducción administrativa de la asociación ejecutando y haciendo cumplir los acuerdos de 
la asamblea y el directorio.  
 
Esta estructura organizacional es similar a lo propuesto en la legislación de asociaciones 
municipalidades de 2011 en su título sobre la estructura de las asociaciones. En este 
respecto, se visualiza un efecto de isomorfismo coercitivo entendido como 
homogenización de estructuras organizacionales proveniente de la regulación (DiMaggio 
& Powell, 1983). Esto se evidencia con más fuerza al revisar las estructuras de 
funcionamiento de las asociaciones previo la promulgación de la ley suscitada. 
 
Previo a esta ley, ambas asociaciones funcionaban bajo la figura de un municipio líder, 
quién al asumir la presidencia adquiría la responsabilidad administrativa de la gestión de 
las asociaciones comprometiendo parte de sus recursos (infraestructura y recursos 
humanos). En el caso de la asociación A, el rol del municipio líder recayó siempre en la 
misma municipalidad, la cual es percibida por los entrevistados como el municipio 
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impulsor de la creación de la asociación. A diferencia, la asociación B decidió por sistema 
rotativo donde el liderazgo recayó en diferentes municipios.    
 
De esta manera, se evidencian dos formas diferentes de gobierno relacional (Kenis & 
Provan, 2006) que han primado entre las asociaciones municipales chilenas, considerando 
el antes y después de la legislación de asociaciones en 2011. En una primera etapa, las 
asociaciones estaban organizadas por la figura de municipio líder y, en una segunda, por la 
creación de unidad diferentes a las partes, denominada secretaria ejecutiva, la cual es 
mandatada por un directorio y una asamblea.  
 
Para la mayoría de los entrevistados, el cambio de estructura permitió aumentar la 
autonomía y capacidad de gestión de las asociaciones distribuyendo la responsabilidad 
entre más municipios y trasladando la gestión a una unidad diferente de las 
municipalidades.  
 
Si bien ambas asociaciones estudiadas presentan la misma estructura de organización, las 
formas para definir prioridades y establecer los temas de agenda son diferentes para la 
asociación A y B. En la primera, las prioridades quedan definidas en el acta constitución a 
través de la definición de ocho comisiones temáticas de trabajo dentro de las cuales se 
discuten y definen los proyectos. En la segunda, la definición de prioridades se elabora en 
base a contingencias que afectan el contexto de los municipios participantes, las cuales 




Trabajo en comisiones en la asociación A 
 
En la asociación A, las actas de constitución definen la existencia de las siguientes 
comisiones: a) De desarrollo urbano, territorial y medio ambiente b) De desarrollo social c) 
De desarrollo económico d) De seguridad ciudadana e) De salud f) De educación g) De 
Cultura, y h) De fortalecimiento institucional. A pesar de esta indicación en las actas, en la 
evolución de la asociación han existido modificaciones tanto en los temas como en la 




Comisiones temáticas de trabajo Ciudad Sur 
 
2010 2013 2014 
Comisión de desarrollo 
urbano 
Comisión de salud y 
vivienda 
Comisión de desarrollo 
urbano, territorial y medio 
ambiente 
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Comisión de desarrollo 
social 
Comisión de desarrollo 
económico local 
Comisión de desarrollo 
social 
Comisión de desarrollo 
económico 





Comisión de seguridad 
ciudadana 
Comisión de seguridad 
ciudadana 
Comisión de salud Comisión de desarrollo 
económico local 
Comisión de salud 
Comisión de Educación y 
Cultura 
Comisión de desarrollo 
territorial y medio 
ambiente 
Comisión de cultura 












Comisión de servicios 
públicos 
Comisión de educación 
  
Comisión de justicia social y 
protección social 
Fuentes: Convenio que crea asociación de municipio ciudad sur 2010; Documento “Comisiones Temáticas 
Asociación” Municipios Ciudad Sur a marzo 2013; Fuente: Estatutos Cuidad Sur 
 
De acuerdo con los entrevistados, las comisiones sirven para intercambiar experiencias 
exitosas y realizar acciones concretas entre los participantes respecto de los temas de 
relevancia para la asociación. 
 
El trabajo en comisión se define anualmente por el directorio en donde cada alcalde 
puede estar a cargo de una o más comisiones. Juacida (2013) señala que las comisiones 
que conforman la asociación A no sólo están a cargo de un alcalde, sino que cada una 
también tiene representantes de todas las municipalidades, los cuales se reúnen 
periódicamente junto con un asesor técnico para debatir las ideas y proyectos de cada 
comisión. En este respecto, un entrevistado señala “necesitamos tener más comisiones 
funcionando en diferentes temas y organizando cosas, y que los funcionarios compartan 
buenas prácticas, que se vayan nutriendo” (entrevista). 
 
A primera vista, una organización basada en comisiones temáticas ayudaría a integrar 
objetivos en torno a temas específicos y tendería a favorecer la estabilidad del acuerdo 
colaborativo al involucrar diferentes funcionarios municipales. Sin embargo, entrevistas 
realizadas en 2017, evidencian que los trabajos de las comisiones son más bien 
intermitentes activándose y desactivándose de acuerdo a los proyectos y a las voluntades 
políticas de los alcaldes.   
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El trabajo de las comisiones también se encuentra constantemente amenazado por los 
vaivenes políticos. Dado que los que participan de la asociación son los alcaldes, cambios 
electorales afectan la continuidad de la red. Relata un entrevistado que un alcalde 
recientemente elegido “nunca participó, a pesar del compromiso de su predecesor con la 
asociación […] de repente comenzó a prohibir a los funcionarios que participaran y nunca 
puso cuota” (entrevista). Por otro lado, conflictos entre alcaldes han llevado a que 
funcionarios municipales hayan tenido que retirarse de las comisiones, lo que entorpece 
el funcionamiento de la comisión. Al respecto un entrevistado indica “en estos casos no 
hay nada que hacer hasta que se pongan en la buena, pero estos problemas no pasan por 
otras cosas que por temas "subterráneos" y cuando vuelven a "ponerse en la buena", 
entonces todo empieza a fluir de nuevo” (entrevista). 
 
Para los entrevistados, el éxito de las comisiones depende en gran parte al trabajo de la 
secretaria ejecutiva de la asociación, quienes deben movilizar a los funcionarios, 
convencer a los alcaldes, y asegurar los compromisos. Un secretario ejecutivo indica “yo 
convoco, yo voy haciendo seguimiento del trabajo de las comisiones lo que va 
desembocando en acciones concretas, no analizamos la mortalidad del cangrejo y vamos 
viendo como la experiencia está teniendo un impacto y un éxito en la comunidad” 
(entrevista).  
 
Por tanto, el trabajo en comisión permite integrar objetivos comunes, establecer planes 
conjuntos y formar comunidades de aprendizaje entre los municipios. Sin embargo, se 
visualizan algunas dificultades de estabilidad y proyección o en las comisiones dado que su 
trabajo puede ser intermitente y desarticulado. En gran medida su actividad y desarrollo 
depende de la voluntad de organización de los alcaldes y su funcionamiento queda en 
función de la capacidad de gestión de la secretaría ejecutiva para presentar y adjudicarse 
fondos públicos por lo que el trabajo de las comisiones se activa y desactiva en función de 
los proyectos que éstos se adjudican.  
 
 
Agenda por Contingencia de la Asociación B 
 
La definición de prioridades en la asociación B es descrita como un proceso y no 
como una estructura, a diferencia del caso anterior. Para los entrevistados, el proceso de 
definición de agenda emerge en las conversaciones y discusiones entre los alcaldes y esto 
implica un mayor dinamismo y flexibilidad.  
 
En las asambleas, los alcaldes presentan sus problemas municipales contingentes y los 
desafíos que perciben como más importantes. Respecto de esta instancia, un entrevistado 
señala que “esto es como una catarsis” y en esta catarsis los participantes se dan cuenta 
que tienen problemáticas similares en el contexto que enfrentan. 
 
Los entrevistados concuerdan en que no existe mucha divergencia de opinión o conflicto 
cuando se presentan las problemáticas de los municipios dado que las presiones o 
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amenazas del contexto afectan de igual manera a los municipios rurales. Así, se describe 
que la definición de prioridades se restringe a problemáticas propias de la ruralidad, los 
cuales pueden ir cambiando para responder a los cambios en el contexto. Por ejemplo, un 
entrevistado indica que “la asociación reacciona ante cambios legales que afectan a los 
municipios rurales” y en este sentido, el entrevistado ve a la asociación “capturando” los 
recursos que ofrecen las autoridades regionales en momentos específicos.  
 
En este respecto, el secretario ejecutivo como los miembros del directorio se visualizan así 
mismo como articuladores de este dialogo en las asambleas para llegar a acuerdos sobre 
los temas a trabajar por la asociación. Ejemplos descritos por los entrevistados como 
temas de agenda y prioridades son: plan de emergencia colectivo ante la problemática de 
la sequía, investigación sobre las cuentas de alumbrado público, demandas por recursos 
espejos del Transantiago, entre otros. 
 
Para el caso de la asociación B, el proceso de establecimiento de prioridades es más 
flexible y más reactivo que para el caso de la asociación A que define previamente una 
serie de prioridades encarnadas en las comisiones temáticas. En consecuencia, la 
estructura de la asociación A parece más rígida y estable al compararla con la estructura 
de la asociación B, que contiene una definición más amplia de las problemáticas rurales.  
 
 
Sobre la Gestión de Recursos 
 
Para ambas asociaciones estudiadas, la gestión de recursos financieros y humanos 
es descrita como uno de los mayores desafíos para la estabilidad de la colaboración. En 
ambos casos, el financiamiento de las asociaciones tiene un componente fijo y otro 
variable. Por una parte, el componente fijo corresponde a los aportes anuales que realiza 
cada municipio participante y, por otra, el componente variable responde a la postulación 
y adjudicación de proyectos con financiamiento externo.  
 
En el caso de la asociación A, los estatutos indican que cada municipio miembro debe 
aportar una cuota de M$ 5.000 (USD 7.200), lo que generaría un presupuesto anual de 
aproximadamente M$ 30.000 (USD 43.000). Sin embargo, los entrevistados indican que 
existe un problema de periodicidad en el pago efectivo de dichas cuotas por parte de 
algunos participantes. A pesar de que los estatutos establecen obligaciones y sanciones 
para que las municipalidades paguen periódica y oportunamente, éstas no se han hecho 
efectivas. Un entrevistado indica “hay municipalidades que no pagan la cuota durante 
todo el año y no se aplican las sanciones porque, en la práctica, ha primado la mantención 
de buena onda entre los alcaldes con tal de consolidar los acuerdos”. 
 
Para el caso de la asociación B, el monto de cuota anual no es el mismo para todos los 
miembros; éste varía en función de la cantidad de población. En los estatutos de la 
asociación se establece que las municipalidades con menos de veinte mil habitantes pagan 
un monto correspondiente a M$1.300 (USD$ 1.880), las municipalidades con más de 
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veinte mil y menos de sesenta mil habitantes pagan una cuota anual de M$1.786 (USD$ 
2.550), y las municipalidades con más de sesenta mil habitantes pagan una cuota de M$ 
2.500 (USD$ 3.625). Los entrevistados coinciden en señalar que esta diferenciación en las 
cuotas responde a un principio solidario entre los participantes donde los municipios más 
pequeños y con menos ingresos tienen una carga menor en la asociación. Este principio 
solidario es definido como un atributo distintivo y positivo de la asociación. 
 
A diferencia de la asociación A, los entrevistados indican que el pago de las cuotas anuales 
es mayoritariamente sistemático, salvo excepciones que son resueltas durante el año. En 
este contexto, la gestión del secretario ejecutivo aparece como fundamental para 
mantener un flujo permanente de recursos para la gestión de la asociación.  
 
Para ambas asociaciones estudiadas, el monto total por aporte de los participantes 
representa aproximadamente entre el 5% y 6% de los recursos de la asociación, lo cual 
evidencia la fuerte dependencia de financiamiento externo para el desarrollo de la acción 
colaborativa. En este respecto, los entrevistados de ambas asociaciones enfatizan en que 
la búsqueda de financiamiento externo es fundamental para la sustentabilidad de la 
colaboración. En ambos casos, son las unidades de secretaría ejecutiva las que han 
liderado el proceso de búsqueda de financiamiento externo a través de la postulación de 
proyectos a fondos concursables gubernamentales.  
 
En el caso de la asociación A, al 2017 se han adjudicado siete fondos públicos, seis de los 
cuales provienen del gobierno y uno de la unión europea. Algunos de estos proyectos 
están asociados al mejoramiento, ya sea de la gestión de la asociación como de la 
provisión de servicios públicos locales. Por ejemplo, un proyecto tuvo por objetivo diseñar 
e implementar un sistema de información territorial que contemplaba el diagnóstico 
sobre la capacidad técnica instalada en los municipios, el desarrollo de cursos de 
formación para funcionarios en sistemas de información geográfico y la generación de 
bases de datos normalizadas de información territorial que facilitarán la toma de 
decisiones y la planificación estratégica intercomunal. Otro proyecto importante buscó 
optimizar las tramitaciones de las solicitudes realizadas por los usuarios en la plataforma 
del registro social de hogares. Otros proyectos estuvieron asociados con el manejo y 
gestión de residuos con tal de mejorar la provisión del servicio municipal de aseo y ornato.  
 
Por su parte la asociación B, se ha adjudicado diferentes proyectos con financiamiento de 
la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo desde el 2007 en adelante. Estos 
proyectos han tenido como objetivo el fortalecimiento de la gestión de las asociaciones en 
términos capacidades institucionales. Adicionalmente al apoyo en gestión, la asociación B 
se ha adjudicado proyectos temáticos, por ejemplo, en el año 2012 se adjudicaron un 
proyecto para diseñar e implementar una estrategia para la valorización del patrimonio 
turístico.  
 
Adicional al financiamiento vía proyectos, los entrevistados en ambos casos indican que la 
sostenibilidad y proyección en el tiempo de las asociaciones depende de la habilidad para 
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abrir líneas de venta de servicios provistos por las asociaciones. Por ejemplo, los servicios 
de capacitación y estudios aparecen como las promesas de un financiamiento adicional y 
más estable. Un entrevistado señala que en “la última sesión que tuvimos los alcaldes lo 
han puesto, lo han puesto varias veces y es algo que debemos hacer, tirarnos con algún 
tipo de capacitación de interés” (entrevista). 
 
Respecto a los recursos humanos, el escenario de las asociaciones es aún más complejo. 
En el caso de la asociación A el personal que compone el equipo de gestión está 
conformado por dos funcionarios estables, el secretario ejecutivo y un encargado de 
redes; en el caso de la asociación B el equipo lo componen tres profesionales.  
 
Una estrategia para incrementar las capacidades de gestión de las asociaciones ha sido 
complementar sus equipos con los profesionales que se contratan con los proyectos que 
obtienen vía fondos concursables. En ambos casos analizados, los profesionales que 
desarrollan proyectos específicos para las asociaciones apoyan otras líneas de trabajo. Un 
entrevistado señala que la expectativa general es que “la gente que trabaje no solo vea un 
proyecto, sino que colabore con el trabajo de la asociación” (entrevista).  
 
Para el año 2017, la asociación A cuenta con seis profesionales que se financian por la vía 
de un proyecto de acción y mitigación que tiene como duración un año. Los profesionales 
y sus cargos se describen en la Tabla N3. 
 
 
Tabla 3.  
Personal por proyecto Asociación A 
 
Cargo Proyecto Profesión 
Jefatura de proyecto Proyecto plan participativo 
de acción y mitigación 
Arquitecto 
Encargado territorial Proyecto plan participativo 
de acción y mitigación 
Ingeniero Agrónomo 
Encargada difusión y 
comunicaciones 
Proyecto plan participativo 
de acción y mitigación 
Periodista 
Encargada de estudios y 
análisis 
Proyecto plan participativo 
de acción y mitigación 
Geógrafa 
Encargado de SIG y bases 
de datos  
Proyecto plan participativo 
de acción y mitigación 
Geógrafo  
Encargado de relaciones y 
redes 
Proyecto plan participativo 
de acción y mitigación 
Administrador público 
Fuente: Transparencia Activa, Octubre 2017 
 
En el mismo 2017, la asociación B no cuenta con profesionales financiados por proyectos. 
Sin embargo, durante el año 2015 y 2016, la asociación contó con el apoyo de un 
profesional asociado a un proyecto electrificación rural.   
Revista Políticas Públicas 2017. Vol.10(2): ISSN 0718-462X 
 
 
Esta descripción sugiere que la mantención de las asociaciones depende en gran parte de 
la habilidad y oportunidad de postular a proyectos con financiamiento externo. Los 
proyectos son la forma de atraer recursos financieros y humanos que permiten el 
desarrollo de los acuerdos colaborativos.   
 
 
Sobre los Gestores de la Red  
 
En las asociaciones estudiadas, algunos actores adquieren un rol fundamental para 
la gestión efectiva de los acuerdos colectivos. Una gestión efectiva implica la función de 
articular los intereses diversos de los municipios en torno a un plan común y de adquirir y 
movilizar los recursos para implementar ese plan colectivo.  
En ambos casos, esta gestión aparece a cargo de dos actores que participan en la 
asociación. Por una parte, el cargo de secretario/a ejecutiva desempeña el rol de gestor 
administrativo y técnico en la formulación y gestión de proyectos que les permite adquirir 
recursos a ambas asociaciones. Por otra, la gestión política de acuerdos se desempeña, en 
el caso de la asociación A, por un profesional y, en el caso de asociación B, por el 
presidente del directorio de la asociación.  
 
En el caso de la asociación A, la persona que ocupa la posición de secretaria ejecutiva es 
una asistente social con experiencia en el ámbito municipal y tiene formación en gestión. 
Su trabajo comenzó dentro del municipio que lideró el proceso de conformación de la 
asociación, donde fue funcionaria municipal, y por tanto su sueldo se consideraba dentro 
de los aportes que realizaba el municipio a la asociación. Su función ha estado orientada a 
la formulación y ejecución de proyectos como también a la búsqueda de oportunidades de 
financiamiento. 
 
Por su parte, el profesional que se encarga de las relaciones políticas con los acaldes y con 
el gobierno regional es un administrador público que es reconocido por los entrevistados 
por sus habilidades de facilitador del diálogo, negociador de acuerdos y habilitador de 
consensos. El profesional encargado de las relaciones y redes ha estado ligado a estos 
municipios desde 1996, cuando en su calidad de concejal participó de una de las instancias 
colaborativas previas a la formación de la asociación A. 
 
Ambos profesionales han estado trabajando en la asociación desde su constitución, lo que 
ha permitido dar continuidad y estabilidad a la red. Para los entrevistados, la obtención de 
la personalidad jurídica de la asociación en el 2014, es un hito importante que permitió 
confirmar la existencia de una secretaria ejecutiva y, por tanto, de un equipo de gestores 
que diera continuidad al trabajo que venía realizando la asociación desde el año 2010. La 
confirmación de un equipo permanente de trabajo, ha facilitado el logro de acuerdos, la 
adjudicación de diferentes proyectos vía financiamiento público, y la independencia física 
respecto al espacio donde trabajan. 
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Este equipo ejecutivo funciona con un alto nivel de autonomía en la definición de los 
proyectos con tal de visualizar las oportunidades que ofrece el contexto. En este sentido, 
los alcaldes dan ideas y ellos definen el tipo de proyecto al que postular. Los entrevistados 
señalan que, en la práctica, es relevante esta autonomía dado que “lo importante es 
aprovechar las oportunidades y postular a los fondos para ver qué resulta”. 
 
En el caso de la asociación B, han existido dos secretarios ejecutivos durante la existencia 
de la asociación. El primero de ellos era ingeniero agrónomo y co-lideró el proceso de 
obtención de la personalidad jurídica de la asociación acompañando al presidente del 
directorio del periodo 2011-2012. Adicionalmente, este primer secretario ejecutivo, 
estuvo a cargo de la formulación e implementación de proyectos que permitieron obtener 
financiamiento público para la adquisición de equipamientos y el desarrollo de 
mejoramientos de infraestructura en los municipios socios.  
 
El segundo y actual secretario ejecutivo de la asociación B es un cientista político que se 
incorporó a la asociación en el año 2015. De acuerdo a las entrevistas, este secretario 
ejecutivo ha estado enfocado en la búsqueda de nuevas formas de financiamiento vía 
proyectos como también abriendo nuevas líneas de servicios. Para este secretario, un plan 
a largo plazo es crear un centro de capacitación para funcionarios de las municipalidades 
socias y una oficina de venta de servicios de asesoría para la elaboración de planes y 
proyectos. Ambas iniciativas podrían lograr la sostenibilidad financiera de la asociación, 
según indica el entrevistado.  
 
En la asociación B, la articulación de intereses y la definición de acuerdos colectivos está a 
cargo del presidente del directorio y no de un profesional, como en el caso de la 
asociación A. Han existido seis presidentes de la asociación los cuales se han abocado a las 
tareas de negociación con el gobierno regional y a la búsqueda de consensos entre los 
participantes.  
 
De acuerdo a las entrevistas, los alcaldes utilizan el “whatsapp” para socializar los 
acuerdos y la gestión política del presidente del directorio con el Gobierno regional. Cabe 
destacar que en este medio no se incluye al secretario ejecutivo.  
 
En ambos casos, se identifican como funciones claves para la asociación las desempeñadas 
por los actores con perfil técnico, secretarios ejecutivos, como por actores con perfil de 
negociador, ya sea un profesional como el presidente de la asociación. Por tanto, la 
gestión de las asociaciones se especializa y divide en estas dos dimensiones, ejercidas por 
actores con diferentes perfiles, lo cual sugiere la complejidad para desarrollar y proyectar 






Revista Políticas Públicas 2017. Vol.10(2): ISSN 0718-462X 
 
Discusión de los Hallazgos 
 
En el apartado anterior se muestra evidencia empírica de cómo se organiza la toma 
de decisiones colectivas, cómo se gestionan los recursos y del rol de los gestores de dos 
asociaciones municipales. En este respecto, la evidencia da respuesta a la pregunta del 
estudio sobre cómo funciona y opera una forma de cooperación inter-municipal que ha 
proliferado en Chile desde la década de los noventa.   
 
En primer lugar, la data nos muestra elementos de base territorial que ayudan a encontrar 
el consenso entre los diferentes actores como también releva la existencia de estructuras 
por las cuales se organiza la toma de decisiones colectivas.  
 
La percepción de similitud entre los miembros de las asociaciones, ya sea en términos de 
características socio económicas como también aspectos territoriales y simbólicos, 
permite un acuerdo tácito sobre los problemas comunes que orientan la acción 
colaborativa facilitando el proceso de toma de decisiones. También, la trayectoria de 
relaciones previas aparece como reflejo de una historia común la que incrementa la 
confianza entre los actores para iniciar nuevas relaciones en el territorio. En la literatura 
sobre gestión de redes de cooperación inter-municipal, aparecen ambos elementos como 
generadores de consenso y confianza que ayudan a entender la emergencia y mantención 
de cooperación entre ciertos actores (Shresta & Feiock, 2012). 
     
Por otra parte, la data nos muestra diferentes estructuras de organización que las 
asociaciones han definido como forma de gobierno, las cuales coinciden con dos de las 
formas descritas en la literatura (Kenis & Provan 2006). Para ambos casos estudiados, se 
evidencia que la legislación sobre asociaciones promulgada en el año 2011 influenció un 
cambio en la forma de organización donde las asociaciones pasaron de ser gobernadas y 
gestionadas por sólo un municipio líder a ser gobernadas por un directorio y gestionadas 
por una secretaria ejecutiva. Este cambio de organización y gobierno de las asociaciones 
nos sugiere que las formas descritas por Kenis y Provan en su artículo de 2006 no son fijas 
y estáticas, sino que pueden cambiar por efectos institucionales.    
 
La forma de organización basada en la creación de una unidad diferente a las partes es 
evaluada positivamente por los entrevistados. Para ellos, esta estructura permitió 
aumentar la autonomía y capacidad de gestión de las asociaciones distribuyendo la 
responsabilidad entre más municipios y trasladando la gestión a una unidad diferente de 
las municipalidades. Dado estos antecedentes, se vuelve relevante indagar con mayor 
profundidad en los efectos, sean positivos o negativos, de esta forma particular de 
gobierno relacional evaluando su efectividad y eficacia.    
 
Respecto a la definición de la agenda de acción cooperativa, la data evidencia importantes 
diferencias entre las asociaciones estudiadas. En un caso, la agenda de trabajo y las 
prioridades se encuentran sujetas a temáticas definidas en la constitución de la asociación 
(A) bajo el trabajo de comisiones; y en el otro, la agenda es definida por contingencias que 
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afectan al grupo de participantes. En el primer caso, la definición de la agenda aparece 
más rígida y estructurada que en la segunda donde el proceso de priorización es más 
flexible y reactivo al contexto.  
 
En segundo lugar, la obtención y gestión de los recursos en contextos colaborativos 
aparece como desafío complejo para la estabilidad y sobrevivencia de las asociaciones. La 
voluntariedad de los aportes y la ausencia de sanciones para los que no pagan las cuotas 
es uno de los obstáculos para mantener una fuente estable de recursos financieros.  
 
Más allá de las dificultades con la recolección de las cuotas de los participantes, estos 
recursos representan solo una mínima parte del financiamiento de la asociación, entre el 
5% y 6%. Waissbluth señala que las limitaciones económicas que caracteriza la propia 
gestión de los municipios hacen que las asociaciones municipales tengan que solucionar 
sus problemáticas mediante la generación de proyectos externos (Unzueta, 2015). Por 
tanto, las asociaciones de municipios dependen fuertemente de la gestión para obtener 
financiamiento externo. 
 
Para el caso chileno, el marco institucional no define con claridad posibilidades de 
financiamiento externo de las asociaciones municipales. Esto se diferencia de lo ocurrido 
en el contexto internacional, donde las asociaciones tienen tradición de autonomía, por lo 
que conocen cuáles son sus competencias y mecanismos de financiamiento. Éstas 
cuentan, además, con el respaldo de algún nivel de gobierno, el cual generalmente 
entrega recursos adicionales (Valenzuela, 2007). 
 
En la data aparece como ambas asociaciones estudiadas han hecho esfuerzos para 
postular y adjudicarse fondos públicos que les permitan atraer recursos financieros como 
humanos, lo cual representa un indicador de éxito en la gestión de asociaciones (De León, 
2012). Sin embargo, resulta preocupante para la sostenibilidad y proyección en el tiempo 
de las asociaciones, el alto nivel de dependencia del financiamiento por proyectos 
externos y el incumplimiento de los compromisos establecidos en los estatutos. 
 
Finalmente, la data muestra que el rol de los gestores de las asociaciones se vuelve 
fundamental para articular intereses y para dar estabilidad financiera a la cooperación 
inter-municipal. En ambos casos estudiados, aparecen dos gestores, uno dedicado a la 
función más política de lograr acuerdos entre alcaldes, concejales y el gobierno regional, y 
otro dedicado a la función más técnica de elaborar proyectos que nutran a las 
asociaciones con recursos para su operación y proyección.  
 
Esta especialización de funciones entre gestores de la red requiere ser estudiada con 
mayor profundidad con tal de vislumbrar las características, habilidades, y competencias 
desarrolladas por cada uno de estos actores como también las interacciones entre estas 
dos funciones. Esto es relevante dado que en la literatura sobre redes de cooperación en 
el sector público aparece lo político y lo técnico como tareas inseparables del gestor de 
redes (Rethemeyer & Hatmaker, 2007).    
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Ya sea en la dimensión política como técnica, los gestores de redes aparecen como 
actores que trabajan con un alto nivel de autonomía respecto de los participantes de la 
asociación. El riesgo de esta autonomía radica en el potencial desplazamiento de los 
objetivos de la asociación en función de los mandatos por obtener de financiamiento. En 
este respecto, Cravacuore (2006) enfatiza en la necesidad de que las asociaciones cuenten 
con un programa que enmarque el trabajo de los gestores y asegure el cumplimiento de 
los objetivos de la red.  
 
Con todo, la operación y el funcionamiento de las asociaciones municipales puede 
describirse como una área compleja y diferente a la operación de las tradicionales 
estructuras de gestión municipal. Ésta es un área donde intervienen factores contextuales 
y organizacionales que son difíciles de manejar dada la voluntariedad de las relaciones, la 
diversidad de intereses y la ausencia de jerarquías. Por tanto, este estudio representa un 





A través del estudio presentado en estas páginas se pueden dilucidar algunas de 
las formas por las cuales las asociaciones han logrado un trabajo consensuado y 
mancomunado en el tiempo. Las formas de estructurar la organización de las 
asociaciones, los elementos que dan orientación a problemas comunes de los pares como 
también los esfuerzos de los gestores de redes para articular acuerdos, se visualizan como 
aspectos relevantes para lograr la integración de intereses diversos, alrededor de 
objetivos comunes.  
 
Asimismo, la búsqueda de recursos externos, sea vía proyectos con financiamiento público 
como la prestación de servicios, se transforman en una fuente de estabilidad, mantención 
y proyección de la asociación. En este respecto, el rol técnico del gestor de redes y sus 
competencias tanto para identificar oportunidades de financiamiento como para formular 
proyectos se vuelve un aspecto fundamental.    
 
Si bien la ley de asociativismo municipal busca fortalecer las capacidades institucionales 
de las asociaciones municipales, esta no resuelve completamente los problemas de 
gestión y operación de la cooperación. En tanto exista dependencia de las transferencias y 
recursos provenientes del nivel central, se intuye que tanto los municipios como estas 
nuevas redes de municipios, seguirán trabajando expuestas a la fragilidad y dependencia 
de recursos lo que limita la concreción de sus fines.  
 
En este contexto institucional, el gestor de redes se vuelve un actor clave. Se requiere 
explorar más profundamente en las habilidades, competencias y funciones de los gestores 
de redes con tal de encontrar respuestas a los desafíos actuales y futuros de la 
cooperación inter-municipal en Chile.  
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